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2164.a SESIÓN

Martes 29 de mayo de 1990, a las 10.05 horas

Presidente: Sr. Jiuyong SHI

Miembros presentes: Sr. Al-Khasawneh, Sr. Arangio-
Ruiz, Sr. Barsegov, Sr. Beesley, Sr. Bennouna, Sr. Calero
Rodrigues, Sr. Díaz González, Sr. Eiriksson, Sr. Francis,
Sr. Graefrath, Sr. Hayes, Sr. Illueca, Sr. Koroma, Sr. Ma-
hiou, Sr. McCaffrey, Sr. Njenga, Sr. Ogiso, Sr. Pawlak,
Sr. Razafindralambo, Sr. Roucounas, Sr. Sepúlveda Gu-
tiérrez, Sr. Solari Tudela, Sr. Thiam, Sr. Tomuschat.

El derecho de los usos de los cursos de agua internacio-
nales para fines distintos de la navegación (continua-
ción) [A/CN.4/421 y Add.l y 21, A/CN.4/427 y Add.l2,
A/CN.4/L.443, secc. F, ILC(XLII)/Conf.Room Doc.3]

[Tema 6 del programa]

QUINTO Y SEXTO INFORME DEL RELATOR ESPECIAL
(continuación)

PARTES VII A X DEL PROYECTO DE ARTÍCULOS:
ARTICULO 24 (Relación entre los usos de la navegación y

para fines distintos de ella; inexistencia de prioridad en-
tre los usos)

ARTÍCULO 25 (Regulación de los cursos de agua interna-
cionales)

ARTÍCULO 26 (Ordenación institucional conjunta)
ARTÍCULO 27 (Protección de los recursos hídricos y las

instalaciones hidráulicas) y
ARTÍCULO 28 (Condición de los cursos de agua interna-

cionales y las instalaciones hidráulicas en tiempo de
conflicto armado) (continuación)

ANEXO I (Aplicación de los artículos)3 (continuación)

1. El Sr. BENNOUNA dice que, en su sexto informe (A/
CN.4/427 y Add. 1), el Relator Especial se ha inspirado en
la doctrina, la práctica y la jurisprudencia al aportar los
elementos para un análisis detenido del tema. Sus perse-
verantes esfuerzos son de buen augurio para la aprobación
del proyecto de artículos en primera lectura durante el
mandato de los actuales miembros de la Comisión.
2. Por lo que se refiere al p'royecto de articulo 24 (Rela-
ción entre los usos para la navegación y para fines distin-
tos de ella: inexistencia de prioridad entre los usos) y el ar-
tículo 25 (Regulación de los cursos de agua internacionales)
presentados en el quinto informe (A/CN.4/421 y Add. 1
y 2), el Sr. Bennouna hace suyo el criterio del Relator Es-
pecial según el cual la evolución que se ha producido en
el siglo xx, y en particular la necesidad cada vez mayor de
agua para el consumo y el riego, suponen que los usos de
los cursos de agua internacionales para fines de la nave-
gación no pueden considerarse ya como una prioridad. De
todos modos, el artículo 24 debería determinar con mayor

1 Reproducido en Anuario... 1989, vol. II (primera parte).
2 Reproducido en Anuario.. 1990, vol. II (primera parte).
3 Para el texto, véase 2162.a sesión, párr. 26.

precisión la cuestión del conflicto entre los diferentes usos
y las posibilidades de solución. El párrafo 1, por ejemplo,
dispone simplemente que ni la navegación ni ningún otro
uso tendrá una prioridad de por sí sobre los otros usos, pero
sin especificar cuáles son esos otros usos. Ese párrafo de-
bería, pues, redactarse más claramente para establecer el
contraste entre los usos para la navegación de los cursos
de agua internacionales y los usos para otros fines. Asi-
mismo, el párrafo 2, que trata de los conflictos que pue-
den plantearse entre diversos usos de un curso de agua in-
ternacional, no precisa que esos conflictos se plantearán
entre los usos para la navegación y los usos para otros fi-
nes. Ese párrafo exige, pues, un examen más detenido a
fin de llegar a una redacción más concisa. No basta con
remitirse a los artículos 6 y 7 del proyecto. Más bien ha-
bría que referirse a las obligaciones de los Estados en ma-
teria de navegación, cuando tales obligaciones existan. De
otro modo, debe exigirse que las partes, en sus consultas
sobre el uso de los cursos de agua internacionales para fi-
nes de la navegación, tengan en cuenta las disposiciones
de los presentes artículos, en particular el párrafo 3 del
artículo 4 aprobado provisionalmente por la Comisión4.

3. En realidad, podría ser útil incluir una definición del
término «regulación» al principio del proyecto de artícu-
lo 25 y utilizar la definición contenida en el artículo 1 de
los artículos sobre la regulación del caudal de los cursos de
agua internacionales, aprobados por la Asociación de De-
recho Internacional en 1980 {ibid., párr. 139). El párrafo 2
del artículo 25, que indica que los Estados del curso de
agua participarán automáticamente en la construcción y
el mantenimiento de las obras de regulación y, según el
caso, en el pago del costo de las obras, tal vez también de-
bería incluir una referencia a la participación de esos Es-
tados en el funcionamiento de esas obras de manera equi-
tativa. Además, la Comisión tal vez debería tomar como
modelo el proyecto de la Asociación de Derecho Interna-
cional, y en particular el artículo 3 del mismo, e introdu-
cir entre los párrafos 1 y 2 del articulo 25 una disposición
que diga lo siguiente: «Al emprender una regulación con-
junta, los Estados del curso de agua resolverán por acuerdo
todos los asuntos relacionados con la gestión y la adminis-
tración». Ello establecería un vínculo entre el párrafo 1 y
el párrafo 2.

4. En cuanto a los artículos presentados en el sexto in-
forme, dice que el proyecto de articulo 26 (Ordenación
institucional conjunta) está formulado en términos lo bas-
tante amplios para abarcar una práctica internacional muy
diversificada. Parece implícito en las disposiciones del
artículo que la organización propuesta para la ordenación
de un curso de agua internacional debe abarcar a todos los
Estados interesados. El Sr. Bennouna se pregunta, no obs-
tante, si eso no debería especificarse en el texto mismo a
fin de asegurarse de que, en el curso de las negociaciones,
un Estado no quede excluido de la futura organización.
Otro punto que debe meditarse se refiere a lo que ocurrirá
si una vez que se ha constituido la organización, uno de
los Estados miembros decide retirarse de ella. ¿Cabe con-
cebir una organización en la que no participen automáti-
camente todos los Estados interesados? Tal vez podría
pensarse, pues, en un párrafo 1 bis en el que se disponga
que una organización mixta deberá comprender necesa-
riamente todos los Estados del sistema o curso de aguas

Anuario... 1987. vol. II (segunda parte), pág. 27.
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internacional. La idea expuesta en el informe relativa al
establecimiento de contactos entre los miembros de las
comisiones internacionales de cuencas fluviales (A/CN.4/
427 y Add.l, párr. 11), podría tenerse en cuenta también
en los párrafos 2 ó 3 del artículo 26, tal vez mediante una
referencia a la necesidad de coordinación entre las diver-
sas entidades u organizaciones interesadas con miras a
mejorar la aplicación de la futura convención y, además,
con objeto de obtener mutuo provecho de la experiencia
obtenida.

5. El proyecto de artículo 27 (Protección de los recursos
hídricos y las instalaciones hidráulicas) plantea problemas
porque trata de muy diversas materias que se regulan en
otras partes del proyecto, tales como el mantenimiento de
las obras (a que se refiere el proyecto de artículo 25) y la
protección de las instalaciones y las obras contra los peli-
gros y situaciones de emergencia ocasionadas por fuerzas
de la naturaleza (a que se refiere el proyecto de artículo 23).
¿Es realmente útil esa disposición, por lo menos tal como
está redactada, o podría suprimirse? El artículo 27 prevé
también el intercambio de datos e informaciones relativos
a la protección de los recursos hídricos y las instalaciones
hidráulicas y, con respecto a las condiciones de seguridad,
punto que se trata desde un ángulo diferente en el artícu-
lo 20 aprobado provisionalmente por la Comisión, que
dispone que ningún Estado del curso de agua estará obli-
gado a proporcionar datos e informaciones que sean vita-
les para su seguridad nacional. Así pues, lo que el orador
pregunta al Relator Especial es si un Estado puede consi-
derar que las normas y condiciones de seguridad que han
de establecerse con arreglo a lo dispuesto en el proyecto de
artículo 27 implican datos vitales para su seguridad nacio-
nal.

6. La idea en que se basa el artículo 28 (Condición de los
cursos de agua internacionales y las instalaciones hidráu-
licas en tiempo de conflicto armado) es acertada, pero el
artículo está mal formulado. A juicio del Sr. Bennouna,
el principio de la inviolabilidad va más lejos de lo previsto
en los Protocolos I y II adicionales a los Convenios de Gi-
nebra de 1949. Es necesario, por tanto, como había reco-
mendado el anterior Relator Especial, Sr. Evensen, esta-
blecer las modalidades de una relación entre los presentes
artículos y los Protocolos I y II. No obstante, el Relator
Especial ha guardado silencio sobre la cuestión de la rela-
ción jurídica entre el artículo 28 y los dos Protocolos, o por
lo menos no la ha abordado de lleno. Por lo tanto, tal vez
podría hacerse alguna referencia a la necesidad, en el con-
texto de los cursos de agua internacionales, de que los Es-
tados respeten plenamente las obligaciones impuestas por
el derecho internacional humanitario, ya sea consuetudi-
nario o convencional.

7. Por lo que toca al capítulo III del informe, relativo a
la aplicación de los artículos, el orador se pregunta, lo
mismo que el Sr. Tomuschat (2162.a sesión), por qué ha
optado el Relator Especial por insertar los artículos de que
se trata en un anexo en vez de incluirlos en el cuerpo del
proyecto. En fin de cuentas, no se refieren a especificacio-
nes técnicas, que son las que generalmente se indican en
un anexo, sino a normas sustativas que tienen el mismo
valor que los demás artículos.

8. El Sr. Bennouna suscribe el criterio global en que se
basan los proyectos de artículos del anexo I, puesto que los
individuos deben participar en el sistema del tratado de una

manera u otra, sobre todo en el caso de los ríos, donde el
medio ambiente es de importancia capital, y debe ponerse
el acento en el agotamiento de los recursos internos. La
cuestión principal, como ha señalado el Relator Especial,
está en evitar la multiplicación de litigios interestatales,
pues si los problemas de pequeña importancia pueden re-
solverse por medio de los tribunales y la acción de los in-
dividuos, no merece la pena hacer que los Estados tengan
que enfrentarse.

9. El título del proyecto de artículo 2, «No discrimina-
ción», no está en consonancia con el contenido del ar-
tículo, pues la no discriminación está tratada, en todo caso,
en el proyecto de artículo 4 (Igualdad de acceso a los pro-
cedimientos). El objeto del artículo 2 es en realidad asi-
milar los efectos perjudiciales extraterritoriales a los efec-
tos perjudiciales territoriales; pero eso puede tener
consecuencias perturbadoras, particularmente en lo que se
refiere al vínculo entre el artículo 2 y el artículo 8 del pro-
yecto de artículos que trata de la obligación de no causar
daños apreciables. Puede ocurrir, por ejemplo, que las le-
yes nacionales sean más tolerantes que las exigencias pre-
vistas en el proyecto. De ser así ¿deberá autorizarse una
actividad fundándose en que los efectos no son perjudicia-
les con arreglo a la ley del país de que se trata? Por consi-
guiente, para dar cumplimiento al objeto del artículo 2 tal
como se explica en los comentarios,del Relator Especial,
la norma en el artículo debe formularse de modo que pre-
ceptúe que un Estado, cuando autorice una determinada
actividad en un curso de agua internacional, debe tener en
cuenta tanto los efectos perjudiciales que puede producir
en su propio territorio como los que podría originar en el
territorio de otros Estados del curso de agua, de tal modo
que se garantice la posibilidad de que un extranjero recu-
rra contra una administración nacional.

10. Mientras que el párrafo 1 del proyecto de artículo 3
(Recursos previstos en el derecho interno) está en conso-
nancia con el título del artículo, el párrafo 2 trata de una
materia totalmente diferente, que es la aplicación y el
desarrollo del derecho internacional relativo a la respon-
sabilidad. Los recursos internos se aplicarán entonces con
arreglo al procedimiento nacional y darán lugar a la apli-
cación del derecho interno en materia de responsabilidad,
aunque ese derecho puede incorporar ciertas normas in-
ternacionales. También en este caso hay que examinar más
detenidamente el artículo, sobre todo en lo que se refiere
al vínculo entre la aplicación de las normas de la respon-
sabilidad internacional y los recursos internos existentes.

11. El proyecto de artículo 4 (Igualdad de acceso a los
procedimientos) pertenece a la cuestión de la no discri-
minación y exigirá ulteriormente un examen más atento.
A juicio del Sr. Bennouna, no obstante, colocar a nacio-
nales y extranjeros en condiciones de igualdad, en el con-
texto de una convención universal, puede dar lugar a al-
gunos problemas. Hace falta, pues, un estudio más a fondo
de los diferentes ordenamientos jurídicos nacionales y de
las posibilidades que se deparan a los extranjeros, en par-
ticular en materia de recursos contra un Estado.

12. El proyecto de artículo 6 (Inmunidad jurisdiccional)
no se ocupa en realidad de la cuestión de la inmunidad,
que es algo que un Estado invoca ante los tribunales de
otro Estado. El Relator Especial se refiere más bien a la
teoría de los actos de gobierno, esto es, a los actos que no
pueden ser objeto de procedimientos incoados a instancia
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de un particular y para los cuales no existe un recurso ju-
dicial. Por consiguiente, habría que modificar la redacción
del artículo.
13. Por último, a juicio del Sr. Bennouna, el Relator Es-
pecial debería redactar de nuevo los artículos del anexo
antes de remitirlos al Comité de Redacción, pero no se
opondrá a los deseos de la mayoría de los miembros de la
Comisión.

14. El Sr. SEPÚLVEDA GUTIÉRREZ felicita al Rela-
tor Especial por la calidad de su sexto Informe (A/CN.4/
427 y Add.l) que proporciona una base para un debate
constructivo y constituye un instrumento eficaz para co-
dificar una materia tan necesaria como difícil. Con la
abundancia de material jurídico que aporta, el informe
debería permitir a la Comisión concluir la primera lectura
del proyecto antes de que termine el actual mandato de sus
miembros.
15. La feliz conclusión del proyecto de artículos aplacará
la inquietud de un gran número de países, sobre todo del
tercer mundo, que tropiezan con problemas muy serios por
la falta de reglamentación jurídica de los cursos de agua
internacionales, y aportará una adición muy importante a
la doctrina legal internacional. De ahí que exista un vivo
interés en contar con normas e instituciones aptas para
ajustar los conflictos en las cuencas fluviales internacio-
nales. Hay que agradecer al Relator Especial su meritorio
esfuerzo, que permitirá proponer normas y organismos
para la ordenación de los usos y prevenir los abusos de
cursos de agua internacionales. La protección de ese pre-
ciado recurso ayudará además a eliminar tensiones entre
los Estados y contribuirá al bienestar de los pueblos.

16. Refiriéndose primero a los artículos presentados en
el quinto informe (A/CN.4/421 y Add. l y 2), dice que el
proyecto de artículo 24 no establece cómo deben ser pon-
derados esos diversos usos de los cursos de agua interna-
cionales en las diferentes circunstancias. Tal vez habría que
consignar una disposición que establezca un orden de pre-
lación que deba atribuirse a los diversos usos; sin duda el
Relator Especial podrá ofrecer una solución a este res-
pecto. El párrafo 2, como ya han señalado otros miem-
bros, requiere una mejor redacción, como también el pro-
yecto de artículo 25. Por ejemplo, la cláusula inicial del
párrafo 2 «Salvo acuerdo en contrario» es equívoca, ya que
si hay acuerdo no existe necesidad de este párrafo. Ade-
más, todas las obras que se mencionan se realizan nece-
sariamente sobre la base de convenios y después de largas
negociaciones. En caso de que se decida conservar este pá-
rrafo, no obstante, para mayor claridad, convendría divi-
dirlo en dos, tratando por separado la construcción de
obras y el mantenimiento. Además, habría que precisar un
poco más el alcance del concepto de la utilización equita-
tiva, que no está muy bien definido.

17. Volviendo al sexto informe, dice que el proyecto de
artículo 26, que es una pieza clave del sistema, requiere una
redacción cuidadosa. El párrafo 1 debería ser más categó-
rico de modo que obligue a las partes a aceptar las consul-
tas. La cuestión de la ordenación institucional conjunta es
de suma importancia, pero es cierto también que las difi-
cultades que pueden surgir son de orden muy delicado a
falta de una planificación previa, pues de no existir acuerdo
se paralizaría la función de esos organismos. Así, sus fun-
ciones deben puntualizarse cuidadosamente desde el pri-
mer momento. Por ejemplo, entre México y los Estados

Unidos funciona desde principios de siglo una comisión
mixta que ha resuelto no pocas divergencias, pero tam-
bién ha tropezado con problemas por falta de una plani-
ficación adecuada. De modo general, sus resultados han
sido positivos, y al Sr. Sepúlveda Gutiérrez le habría agra-
dado que esta comisión hubiese sido mencionada en el co-
mentario del Relator Especial pues constituye un buen
antecedente. Coincide con el Sr. Njenga (2163.a sesión) en
considerar que la frase, en el párrafo 1, «a petición de
cualquiera de ellos» no es afortunada y que habría que
buscar una fórmula que reflejase mejor los fines que se
persiguen. La palabra «polivalente» en el apartado d del
párrafo 2 induce a confusión y debería suprimirse o susti-
tuirse por un término más técnico. El párrafo 3 es plena-
mente aceptable.

18. En el párrafo 1 del proyecto de artículo 27, la expre-
sión «harán cuanto puedan» no es muy convincente y no
está en consonancia con el estilo general del proyecto. La
expresión «recursos hídricos» en el párrafo 3 no parece
clara, pues aparentemente significa muchas cosas. Ade-
más, a juicio del orador, el artículo debería prever otras
cuestiones paralelas tales como la protección de los seres
humanos y los animales contra enfermedades transmisi-
bles por las aguas.

19. En el texto español del proyecto de artículo 28, la
palabra «incorporados», relativa a los principios de la Carta
de las Naciones Unidas, tiene poca fuerza y debería susti-
tuirse por «consagrados» u otra expresión equivalente. Por
otra parte, hablar de inviolabilidad a propósito de los cur-
sos de agua internacionales y de las instalaciones relacio-
nadas con ellos no es técnicamente aceptable, ya que no
hay fundamento para ello en los textos legales, y el propio
Relator Especial ha manifestado dudas sobre ello en el
párrafo 2 de su comentario al artículo. Debería pensarse en
otro término. Al igual que el Sr. Al-Baharna (2162.a se-
sión), el orador no puede aceptar las opiniones expresadas
en las notas 75 a 77 del sexto informe (A/CN.4/427 y
Add. l ), porque esos conceptos están anticuados y podrían
conducir a condiciones poco convenientes en ciertos sec-
tores. Comparte, pues, el parecer de que este artículo de-
bería quedar mejor formulado.

20. Como sus breves comentarios a los proyectos de ar-
tículos 24 a 28 no suponen alteraciones esenciales en los
textos, el Sr. Sepúlveda Gutiérrez es partidario de que esos
cinco artículos se remitan al Comité de Redacción.
21. El capítulo III del informe, relativo a la aplicación,
representa un paso bastante avanzado, puesto que las dis-
posiciones en él presentadas virtualmente suponen el ac-
ceso de los particulares al régimen de los tratados como
sujetos de derecho internacional. Los artículos propuestos
podrían constituir una adición útil al proyecto, siempre que
se determine previamente si ellos deberán considerarse
como un protocolo facultativo, un anexo, una lista para
obtener las reacciones de los Estados, o como una base para
hacer recomendaciones a los Estados. La adición de los
ocho artículos al proyecto en forma de un anexo no sería
aceptable y suscitaría varios problemas. Por ejemplo, al-
gunas de las disposiciones propuestas por el Relator Es-
pecial se refieren a la legislación interna de los Estados, tal
como el proyecto de artículo 2, que equipara los efectos
perjudiciales de actividades en otro Estado con los efectos
perjudiciales en el Estado del curso de agua, y el proyecto
de artículo 3, que trata de la indemnización de los daños
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y de la cooperación para el desarrollo del derecho interna-
cional en la materia. Otras disposiciones afectan a la in-
munidad jurisdiccional interna de los Estados, que varía
considerablemente de un país a otro, porque la mayoría
de los Estados no la prevén en sus ordenamientos jurídi-
cos. El proyecto de artículo 5 obliga a los Estados a infor-
mar a los nacionales de otros Estados que están expuestos
a un riesgo considerable y a designar autoridades especia-
les para dar esa información. El proyecto de artículo 6 es-
tablece la obligación de los Estados del curso de agua de
velar para que sus organismos y agentes actúen de una
manera consecuente con los artículos 2 a 5. Algunas de las
disposiciones serán aceptables para los países contiguos o
próximos que tengan el mismo grado de desarrollo y for-
mación cultural, pero el sistema no funcionará cuando se
trata de países limítrofes o ribereños con diferentes niveles
de desarrollo.

22. El proyecto de artículo 7 supone un proceso muy
ambicioso y no contribuirá a la aceptación del proyecto.
Se crearían complicaciones para reunir a las partes tan
poco tiempo después de la adopción del proyecto de ar-
tículos, y no corresponde a la Comisión ocuparse de los
procedimientos posteriores a la entrada en vigor del pro-
yecto de artículos. Por consiguiente, lamenta tener que
oponerse a la propuesta del Relator Especial. Lo mismo
puede decirse del proyecto de artículo 8: la tentación de
modificar los artículos sería perjudicial para la permanen-
cia de un instrumento logrado con tantos trabajos. De to-
dos modos, el Sr. Sepúlveda Gutiérrez expresará una opi-
nión concluyente cuando los artículos se examinen a
fondo. Entre tanto, no se pronunciará definitivamente con
respecto a la propuesta del Relator Especial contenida en
el anexo I.

23. El Sr. ILLUECA dice que el proyecto de artículo 24
refleja el hecho de que la prioridad históricamente otor-
gada a la navegación ya no se justifica ante los múltiples
fines para los cuales se usan los cursos de agua internacio-
nales en el mundo moderno. El principio de que no debe
asignarse prioridad automáticamente a un uso respecto de
otro, contenido en el párrafo 1, tiene su antecedente en el
tercer informe del anterior Relator Especial, Sr. Schwebel,
presentado en 1982, y en el artículo VI de las Normas de
Helsinki sobre los usos de las agua de los ríos internacio-
nales, aprobadas por la Asociación de Derecho Internacio-
nal en 1966 (véase A/CN.4/421 y Add.l y 2, párr. 124).
No obstante, el artículo VI mencionaba explícitamente «un
uso o una categoría de usos», mientras que el proyecto de
artículo 24 menciona simplemente «ningún... uso». Por
eso, aunque en términos generales el párrafo 1 es acepta-
ble, sería prudente pedir al Relator especial que indique el
alcance de la expresión «categoría de usos» empleada dos
veces en el artículo VI de las Normas de Helsinki, y si la
inclusión o no inclusión de día tendría alguna incidencia
en el alcance del artículo 24.

24. Las primeras palabras del párrafo 1 «Salvo acuerdo
en contrario» no parecen necesarias y deberían supri-
mirse. Se entiende que el Relator Especial las ha incluido
a título de reconocimiento de la consideración que algu-
nos tratados otorgan a la navegación, pero debilitan el
propósito del párrafo 1. Su eliminación no dejaría sin
efecto los tratados existentes y sería preferible que el asunto
se tratara en el comentario al artículo o en el preámbulo
del proyecto.

25. Felizmente, en el párrafo 2 no se menciona ni se par-
ticulariza la navegación. De este modo, no sólo se pone de
relieve que no hay usos determinados que entrañen el de-
recho a preferencia alguna, sino que se establece que todo
conflicto entre los usos de un sistema de curso de agua in-
ternacional debe resolverse ponderando todos los factores
pertinentes con arreglo a los artículos 6 y 7. Sin embargo,
debe atribuirse mayor peso a ciertos factores, tales como
la salud de la población y el mantenimiento de un nivel
suficiente de calidad del agua para usos domésticos y agrí-
colas, así como los efectos perjudiciales que ciertos usos
tienen en el medio ambiente. El Sr. Illueca está de acuerdo
con los representantes de la Sexta Comisión de la Asam-
blea General que han sostenido que todo uso que no re-
dunde en perjuicio de las aguas de un curso de agua inter-
nacional a largo plazo debe tener prioridad con respecto a
un uso del que se deriven efectos perjudiciales para usos
futuros.

26. Como las partes VII y VIII del proyecto sólo contie-
nen un artículo cada una, los títulos de la parte y del ar-
tículo deberían ser los mismos en ambos casos. El título
del artículo 24 es más claro que el que se aplica a la
parte VII y debería preferirse. En el texto español del tí-
tulo del artículo 24, donde dice «Relación entre los usos
de la navegación» debe decir, por razones obvias, «Rela-
ción entre los usos para la navegación».

27. Ambos párrafos del proyecto de artículo 25 son
aceptables y el Sr. Illueca está de acuerdo con la idea del
Relator Especial de incluir eventualmente una definición
del término «regulación» en el artículo 1 del proyecto. Esa
definición debe dejar claro que las obras hidráulicas u otras
medidas de regulación deben tener por finalidad lograr re-
sultados beneficiosos, evitar los efectos perjudiciales y lo-
grar el óptimo aprovechamiento del curso de agua. La de-
finición propuesta por el Sr. Schwebel en su tercer informe
y la que figura en el artículo 1 de los artículos sobre la re-
gulación del caudal de los cursos de agua internacionales
aprobados por la Asociación de Derecho Internacional en
Belgrado en 1980, mencionadas ambas en el quinto in-
forme del Relator Especial en el párrafo 3 de su comenta-
rio al artículo 25, contienen los elementos necesarios para
formular una definición generalmente aceptable.

28. El proyecto de artículo 26, que trata de la ordena-
ción institucional conjunta, se basa en los artículos 2 y 3
de los artículos aprobados por la Asociación de Derecho
Internacional en 1980 y en los correspondientes proyectos
de artículos presentados por el Sr. Schwebel en su tercer
informe y el Sr. Evensen en su segundo informe, repro-
ducidos en el párrafo 2 del comentario del Relator Espe-
cial al artículo 26 en su sexto informe (A/CN.4/427 y
Add. l ), y está en consonancia con las partes II y III del
proyecto.

29. Por lo que se refiere al párrafo 1 del comentario del
Relator Especial al artículo 26, los subtemas contenidos en
las partes IX y X del proyecto deberían tratarse en el pro-
pio proyecto de artículos y no en un anexo.

30. Técnicamente, el artículo 26 es aplicable tanto a los
ríos contiguos como a los ríos sucesivos, que les atribuye
un carácter internacional debido a las obligaciones legales
impuestas a los Estados ribereños por la costumbre inter-
nacional, principalmente con respecto a la navegación.
Merece la pena señalar que aunque los derechos de nave-



114 Actas resumidas de las sesiones del 42.° período de sesiones

gación estaban contenidos en tratados sobre ríos determi-
nados, en el asunto del Río Oder la CPJI concluyó que los
Estados ribereños compartían una «comunidad de intere-
ses» natural en el uso tanto de los ríos contiguos como de
ríos sucesivos5. El extraordinario desarrollo de los usos
distintos de la navegación durante los últimos 50 años
permite afirmar que la conclusión a la que llegó la Corte
en el caso citado ha pasado a ser aplicable en lo que con-
cierne a la igualdad de derechos y a la comunidad de in-
tereses en todo el campo de la utilización de los cursos de
agua internacionales. Cabe señalar, a este propósito, que
la responsabilidad de los Estados con respecto al ordena-
miento de los recursos hldricos ya no puede limitarse a los
ríos que dividen o cruzan dos o más Estados, pues es im-
posible desconocer los vínculos físicos con las aguas que
fluyen a los cursos de agua internacionales.

31. El párrafo 2 del artículo 26, sin ser limitativo, se ha
redactado en forma apropiada para un acuerdo marco, ya
que cumple una función orientadora respecto a las facul-
tades y funciones que podrían encomendarse a las ins-
tituciones conjuntas que los Estados del curso de agua
decidan establecer. El apartado b del párrafo 3, que con-
templa como función de la organización conjunta la de
servir como centro de consultas, negociaciones y otros
procedimientos de solución pacífica de controversias, es de
suma importancia y está en armonía con la decisión del
tribunal arbitral en el asunto del Lago Lanas.

32. El Sr. Illueca está de acuerdo con la manera en que
el Relator Especial trata en el proyecto de artículo 27 la
protección de los recursos hídricos y las instalaciones hi-
dráulicas. El título del artículo es oportuno tanto por su
significado técnico como por su efecto sicológico y ofrece
una buena base para prevenir y afrontar los riesgos y pe-
ligros debidos a fuerzas naturales o a actos dolosos o cul-
posos. El intercambio de datos e información que con-
templa el párrafo 3 es esencial para los fines que se
persiguen.

33. El proyecto de artículo 28 que, como el Relator Es-
pecial señala en el párrafo 1 de su comentario al articulo,
se basa en la disposición correspondiente presentada por
el Sr. Evensen en su segundo informe, constituye una ex-
celente contribución. Esta disposición de ninguna manera
es lesiva para los Convenios de Ginebra de 1949 o sus
Protocolos Adicionales de 1977, y en todo caso entra den-
tro del ámbito del derecho internacional humanitario, ya
que no cabe la menor duda de que el envenenamiento de
abastecimientos de agua es aún más repudiable que el uso
de las armas químicas y merece la condena universal.

34. El Sr. SOLARI TUDELA, refiriéndose al proyecto de
artículo 24, dice que el Relator Especial ha hecho una clara
exposición de la forma en que los usos para la navegación
de los cursos de agua internacional han empezado a per-
der importancia debido a otros usos, y en su quinto in-
forme ha señalado acertadamente que, como resultado, «la
asignación de una prioridad absoluta de manera general a
un uso determinado redundaba en desmedro del aprove-
chamiento óptimo del curso de agua» (A/CN.4/421 y
Add.l y 2, párr. 123). Esta nueva situación se refleja en la
aprobación por la Asociación del Derecho Internacional en

1966 del artículo VI de las Reglas de Helsinki sobre el uso
de las aguas de los ríos internacionales (ibid., párr. 124).

35. No cabe duda de que la navegación hoy está privada
del carácter preferencial que todavía poseía en 1921, con
la aprobación de la Convención y estatuto de Barcelona
sobre el régimen de las vías navegables de interés interna-
cional (ibid., párr. 122 y anexo). A este respecto, no obs-
tante, el Sr. Solari Tudela desea añadir otras dos conside-
raciones. En primer lugar, el enorme incremento en
importancia de otros medios de comunicación, en par-
ticular el transporte por carretera y la aviación civil, que
ha relegado la navegación fluvial a un lugar muy secun-
dario, salvo en contados casos. La segunda consideración
se refiere a la escasez de agua cada vez mayor, que ha des-
pertado inquietud en el mundo entero. El aprovecha-
miento del agua para uso doméstico y agrícola debe tener,
pues, prioridad sobre otros usos. El orador está seguro de
que si el artículo 24 tuviera que formularse dentro de diez
años, recogería esa prioridad. El proyecto de artículo 24
refleja la situación actual, pero no tiene bastante en cuenta
los problemas del futuro.

36. El Sr. Solari Tudela no tiene nada que objetar a la
formulación del proyecto de artículo 25. En el párrafo 2 de
su comentario al artículo en su quinto informe, el Relator
Especial explica el sentido que atribuye al término «equi-
tativa», y la participación de carácter equitativo se en-
tiende en el sentido de que los Estados del curso de agua
que se beneficien de un determinado proyecto deben con-
tribuir en forma proporcional a su construcción y mante-
nimiento. El Relator Especial añade que esa expresión de-
nota además que esas contribuciones se exigirán solamente
en la medida en que el Estado del curso de agua de que se
trata se encuentre en condiciones financieras de hacerlas.
La definición de término «regulación», que se utiliza en el
artículo 25, debería incluirse en el artículo 1.

37. En lo que respecta al excelente sexto informe del Re-
lator Especial (A/CN.4/427 y Add. 1), el orador dice que el
proyecto de artículo 26 es una aplicación concreta del
principio de la cooperación establecido en el artículo 9 del
proyecto. El artículo 26 impone el deber de celebrar con-
sultas sobre el establecimiento de una organización con-
junta para la ordenación del curso de agua internacional,
criterio que difiere del adoptado por los dos relatores es-
peciales anteriores6. El Sr. Schwebel había especificado el
deber de negociar sujeto al requisito de que «las necesida-
des económicas y sociales de la región representen deman-
das sustanciales o conflictivas de los recursos de agua, o...
el sistema de cursos de agua internacionales requiera me-
didas de protección o de control». El Sr. Evensen especi-
ficaba la exigencia de que: «cuando resulte práctico y
aconsejable para la administración, ordenación, protec-
ción y control racionales de las aguas de un curso de agua
internacional» al preceptuar una obligación efectiva de los
Estados del curso de agua de establecer un mecanismo
institucional permanente.

38. El Sr. Solari Tudela está de acuerdo con la formula-
ción que hace el Relator Especial en el párrafo 1 del
artículo 26, que establece el deber de un Estado del curso

5 Territorial Jurisdiction of the International Commission of the River
Oder, decisión de 10 de septiembre de 1929, C.P.J.I.. Serie A, N." 23,
pág. 27.

6 Para los correspondientes proyectos de artículos presentados por el
Sr. Schwebel en su tercer informe y por el Sr. Evensen en su segundo in-
forme, véase el párrafo 2 del comentario del Relator Especial sobre el pro-
yecto de artículo 26 en su sexto informe (A/CN.4/427 y Add.l).
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de agua de iniciar consultas a petición de cualquier otro
Estado del curso de agua. No obstante, hay casos en que
ese deber debería ir más lejos. El orador se refiere a las cir-
cunstancias que se mencionan en el texto propuesto por el
Sr. Schwebel, sobre todo cuando se trata de necesidades
económicas y sociales de la región que crean demandas
considerables o conflictivas de los recursos hídricos. En
una situación de esa naturaleza, tiene que haber una obli-
gación de negociar, que supone el deber de llegar a un re-
sultado.
39. El Sr. Solari Tudela está de acuerdo con los textos
propuestos para los artículos 27 y 28. No obstante, el tér-
mino «inviolabilidad», que se utiliza en el artículo 28, de-
bería aclararse. La idea en que se funda es aceptable, pero
no está del todo seguro de que el término utilizado sea el
más adecuado.

40. Por último, las disposiciones del anexo I sobre la
aplicación de los artículos no constituyen una parte indis-
pensable del proyecto y no deberían incluirse en el cuerpo
del futuro instrumento. El proyecto de artículos debería
concretarse a las normas sobre los usos de los cursos de
agua internacionales para fines distintos de la navegación,
redactado de modo que pueda atraer la máxima acepta-
ción por parte de la comunidad internacional. El anexo
debería constituir un instrumento facultativo que los Es-
tados adoptarían libremente y que en todo caso serviría de
guía para la aplicación de los artículos principales.

41. El PRESIDENTE, hablando en calidad de miembro
de la Comisión, dice que está enteramente de acuerdo con
el proyecto de artículo 24 presentado en el erudito y bien
documentado quinto informe del Relator Especial (A/
CN.4/421 y Add.l y 2). Este artículo está en consonancia
con el artículo 2, sobre el ámbito de aplicación de los pre-
sentes artículos, que reconoce la interrelación entre los usos
para la navegación y los usos distintos de la navegación de
los cursos de agua internacionales. Una disposición como
la del artículo 24 es necesaria en vista del desarrollo tec-
nológico, el aumento de la población y la relativa escasez
de recursos hídricos. Por regla general, no debe atribuirse
ninguna prioridad intrínseca a ningún uso de un curso de
agua internacional salvo mediante acuerdo al efecto, na-
turalmente. El Relator Especial ha procedido, pues, acer-
tadamente al incluir las palabras «Salvo acuerdo en con-
trario», en el párrafo 1, cláusula que no es estrictamente
necesaria y que sólo tiene por objeto reconocer la prefe-
rencia que se atribuye a la navegación en ciertos tratados.
El orador suscribe además el párrafo 2 del artículo 24, que
prevé una solución equitativa y razonable de todo con-
flicto entre diversos usos a base de ponderar unos respecto
de otros con arreglo a lo previsto en los artículos 6 y 7.

42. El párrafo 1 del proyecto de artículo 25 es aceptable
porque no establece que la regulación sea una obligación
de los Estados ribereños. Un Estado de un curso de agua
tiene derecho a regular la parte de un curso de agua inter-
nacional dentro de su territorio. Ahora bien, como señala
el Relator Especial, el hecho de que la regulación de un río
sea a la vez necesaria para la utilización óptima y poten-
cialmente perjudicial hace que la cooperación entre los
Estados del curso de agua sea esencial. El párrafo 1 cons-
tituye una aplicación concreta del artículo 9, sobre la obli-
gación general de cooperación, y la cooperación prevista
en el artículo 25 debe basarse, pues, en los principios ge-
nerales del derecho internacional, tales como el de la

igualdad soberana y el de la integridad territorial. El
párrafo 2 contiene una norma residual que puede consi-
derarse superfiua. Es inconcebible que un acuerdo sobre
obras de regulación de un curso de agua deje de prever la
participación en el costo de ellas. Además, la regla general
de la participación sobre una base equitativa ha sido ya es-
tablecida en el articulo 6 del proyecto. El término «regu-
lación» debe definirse en el artículo 1, relativo a los tér-
minos empleados, toda vez que esa palabra tiene un
sentido específico con una connotación técnica.

43. En cuanto al proyecto de artículo 26, el Relator Es-
pecial reconoce en su sexto informe (A/CN.4/427 y Add. 1,
párr. 7) que no existe, con arreglo al derecho internacional
general, obligación alguna de constituir una institución
conjunta para la ordenación de un sistema de curso de
agua internacional. Por otra parte, los estudios han mos-
trado que la ordenación de los sistemas de cursos de agua
internacionales por medio de instituciones conjuntas es
cada vez más corriente y además constituye una forma in-
dispensable de cooperación entre los Estados del curso de
agua. Para tratar de resolver el dilema, el Relator Especial
ha ideado la obligación de las consultas a petición de uno
de los Estados ribereños. Por su parte, el orador entiende
que una obligación de celebrar consultas no es lo mismo
que una obligación de negociar y puede no dar lugar ne-
cesariamente a una negociación. La cuestión de si las con-
sultas desembocarán finalmente en negociaciones para un
acuerdo sobre ordenación institucional conjunta se deja
enteramente al arbitrio de los Estados interesados. Así en-
tendido, el párrafo 1 del artículo 26 tiene una posibilidad
de obtener la aceptación general de los Estados.

44. En términos generales, el orador está de acuerdo con
el Relator Especial acerca de la protección de los recursos
hídricos y las instalaciones, que constituye la parte X del
proyecto. En particular, el proyecto de artículo 28, rela-
tivo a la protección de los recursos hídricos y las instala-
ciones en tiempo de conflicto armado, es necesario. Hay
que reconocer que el artículo va más lejos de las exigen-
cias del derecho internacional general y de los instrumen-
tos internacionales pertinentes. Ni el derecho internacio-
nal general ni los Protocolos de 1977 adicionales a los
Convenios de Ginebra de 1949 preceptúan que los cursos
de agua internacionales y sus instalaciones y servicios sean
utilizados exclusivamente para fines pacíficos; ni les atri-
buyen inviolabilidad en tiempo de conflicto armado. De
todos modos, la noción de inviolabilidad enunciada en el
artículo 28 es una materia de desarrollo progresivo del de-
recho, en vista de la escasez de agua potable que hoy se
experimenta en el mundo y de los principios humanita-
rios que sirven de fundamento a los dos Protocolos adicio-
nales. El uso exclusivamente pacífico de los cursos de agua
y de las instalaciones y obras relacionados con ellos cons-
tituye una condición esencial para esa inviolabilidad. Na-
turalmente, el envenenamiento de los cursos de agua no
puede permitirse en ninguna circunstancia, porque un acto
de esa naturaleza constituye un crimen de guerra grave así
como un crimen contra la humanidad.

45. Por lo que toca al anexo I, relativo a la aplicación de
los artículos, hay que felicitar al Relator Especial por su
empeño en formular disposiciones que tienen por objeto
hacer más asequible el recurso en caso de daños. Te-
niendo en cuenta, no obstante, el estado actual de las re-
laciones internacionales y el delicado carácter de algunas
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de las cuestiones que se plantean, el orador estima que la
inclusión de los artículos en cuestión, aun en un anexo,
daría lugar a que el futuro acuerdo marco fuese menos
atractivo para cierto número de Estados. Caben dos solu-
ciones, prever la aceptación facultativa del anexo por me-
dio de una declaración formal de los Estados o bien cons-
tituir con los artículos sobre la aplicación un protocolo
facultativo separado.
46. Por último, tiene dificultades en tomar partido con
respecto a todos los artículos que se examinan porque no
establecen una distinción entre los cursos de agua inter-
nacionales contiguos y los sucesivos, pero no es por culpa
del Relator Especial. Por ejemplo, en el caso de la orde-
nación institucional conjunta, las situaciones de los Esta-
dos del curso de agua contiguos y no contiguos son distin-
tas; de ahí que las necesidades de esas dos categorías de
Estados no sean las mismas. Al formular los proyectos de
artículos, las obligaciones de esas dos categorías de Esta-
dos no deberían ser las mismas.

47. El Sr. KOROMA dice que, tradicionalmente, los Es-
tados han considerado la libertad de navegación por un
curso de agua como un derecho especialmente protegido.
Por ejemplo, la razón principal para la reunión de la Con-
ferencia de Berlín de 1884 fue el deseo de resolver un pro-
blema que había llegado a conocerse con la designación de
«cuestión del Congo»: si se hacía extensivo ese principio
de la libertad de navegación, como se había estipulado en
el Congreso de Viena de 1815, a los ríos Congo y Niger.
Puede decirse que la libertad de navegación ha sido un
principio universal. Por otra parte, hay que coincidir con
el Relator Especial de que, como resultado de la evolución
tecnológica y de otros recientes usos de los cursos de agua,
ya no cabe sostener la preeminencia por regla general de
la navegación sobre los otros usos.

48. Sin embargo, no cabe separar esos dos tipos de uso.
Del mismo modo que las exigencias de la navegación pue-
den afectar la calidad y cantidad del agua, la navegación
también puede resultar perjudicada por la construcción de
obras en un río o por la utilización de un curso de agua
con alguna otra finalidad que obstruya temporal o per-
manentemente la navegación. El río Senegal, por ejemplo,
no sólo se utiliza para la navegación sino también para
otros fines. En Africa, los Estados ribereños utilizan los ríos
partiendo del triple punto de vista de la agricultura, la na-
vegación y la energía hidroeléctrica.
49. Pueden plantearse dos problemas. En primer lugar,
que la falta de preeminencia de los usos de los cursos de
agua puede suscitar un conflicto de intereses y, en se-
gundo lugar, que los Estados del curso de agua pueden po-
nerse de acuerdo entre ellos para atribuir prioridad a una
categoría de uso. En cuanto a la primera situación, el Re-
lator Especial tiene razón al afirmar que los principios ge-
nerales ya aceptados por la Comisión sobre la utilización
equitativa, la obligación de no causar daño apreciable y el
deber de cooperar se aplicarán para resolver tales conflic-
tos. En la segunda situación, como acertadamente ad-
vierte el Relator Especial, los Estados del curso de agua in-
teresados pueden llegar a un acuerdo sobre cualquier
prioridad particular. No se puede subestimar la importan-
cia y trascendencia que tiene la navegación para algunos
Estados del curso de agua ni desconocer su considerable
repercusión para la explotación de los recursos naturales,
entre ellos la producción alimentaria, la construcción de

carreteras y ferrocarriles. El orador reconoce con el Sr. So-
lari Tudela que es necesario tener en cuenta no sólo la si-
tuación presente sino también las posibilidades futuras.
Desde este punto de vista, es esencial que no quede so-
breentendido que la Comisión resta importancia a los usos
para la navegación.
50. El título del proyecto de artículo 24 del texto inglés
podría enmendarse de modo que diga «Relationship to
navigational uses and non-priority among uses» o simple-
mente «Relationship to navigation and non-priority among
uses», evitando así la palabra «absence» que podría dar lu-
gar a confusión en vista de la referencia a «absence of
agreement» en el párrafo 1. El párrafo 2 podría enmen-
darse de modo que diga: «En el caso de un conflicto res-
pecto de los usos de un [sistema de] curso de agua inter-
nacional, se aplicarán los principios pertinentes de esta
Convención para determinar una utilización equitativa».
Además, la Comisión pecaría de negligente si omitiera se-
ñalar que la navegación es efectivamente diferente de los
demás usos de los cursos de agua y, por tanto, debería re-
formular en consecuencia la tercera oración del párrafo 1
del comentario del Relator Especial sobre el artículo en su
quinto informe (A/CN.4/421 y Add.l y 2).

51. Manifestando su conformidad con la idea que im-
pulsa el proyecto de artículo 25, el orador dice que la des-
viación de un curso de agua, el funcionamiento de una
central de energía hidroeléctrica o la realización de obras
de riego puede tener consecuencias tanto positivas como
perjudiciales. Esos usos pueden contribuir a acrecentar la
producción agrícola, servir para prevenir inundaciones o
mitigar sus efectos, o incluso afectar la libertad de la na-
vegación. La regulación es esencial para los múltiples usos
que hoy se hacen de los cursos de agua. De ahí que el Re-
lator Especial tenga razón al proponer una disposición so-
bre la regulación de los cursos de agua internacionales con
miras no sólo a alcanzar el doble objetivo de la utilización
óptima y equitativa sino también de evitar que se causen
perjuicios serios o apreciables a otros Estados. De todos
modos, habría que dar una nueva formulación al
artículo 25. El Sr. Koroma está de acuerdo con el Relator
Especial en que el artículo recoge los principios del deber
de cooperar y no causar perjuicios graves, la utilización
equitativa y el deber de intercambiar información o con-
sultarse, y suscribe el espíritu que inspira el artículo. Pero
sus disposiciones no deberían redactarse en términos im-
perativos; en primer lugar porque los Estados del curso de
agua pueden tener diferentes prioridades con respecto a la
regulación de un curso de agua, y en segundo lugar, por-
que algunos Estados todavía consideran que los proyectos
que se realizan dentro de sus fronteras son una materia de
su exclusiva incumbencia y no de otros Estados. Sin com-
partir esta opinión, el orador considera de todos modos que
un artículo que forma parte de un convenio marco debe
ser más flexible con objeto de obtener la aceptación gene-
ral. Acaso fuera conveniente también indicar que la co-
operación a que se refiere el párrafo 1 se hará sobre una
base equitativa. El párrafo 2 podría enmendarse de modo
que diga:

«Salvo acuerdo relativo a la participación en los gas-
tos de un proyecto, los Estados del curso de agua parti-
ciparán de manera equitativa en la construcción y el
mantenimiento o, en su caso, en el pago del costo de las
obras de regulación que hayan acordado emprender en
forma individual o conjunta.»
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En su redacción actual, el texto podría interpretarse en
el sentido de significar que, incluso a falta de acuerdo, los
Estados del curso de agua estarán llamados a pagar por el
proyecto simplemente por el hecho de obtener beneficios
de él. La sugerencia del Sr. Njenga (2163.a sesión, párr. 28)
es constructiva y contribuiría a aclarar el artículo. En
cuanto al punto a que se refiere el Relator Especial en el
párrafo 3 de su comentario al artículo, el término «regu-
lación» debería definirse en el artículo 25 mismo, donde
tiene un significado específico diferente del que tiene en
otras partes del proyecto.

52. El Sr. Koroma da las gracias al Relator Especial y a
la Secretaría por haber distribuido la primera parte del
sexto informe (A/CN.4/427 y Add. 1) antes de empezar el
período de sesiones. El proyecto de artículo 26 es muy im-
portante en varios aspectos. En primer lugar, el artículo
plantea la cuestión fundamental del régimen hidrológico
de los ríos y los factores físicos que le determinan y en los
que se basan las normas contemporáneas. Como ha seña-
lado el Relator Especial en su presentación verbal, citando
al anterior Relator Especial Sr. Schwebel, las ciencias na-
turales consideran hoy los cursos de agua internacionales
como parte de una unidad natural compuesta del con-
junto de todas las aguas superficiales y subterráneas que
afluyen a un curso de agua común. Cierto número de
acuerdos y decisiones arbitrales sobre los cursos de agua
se han basado en ese concepto. En segundo lugar, el ar-
tículo 26 trata de poner en práctica las diversas normas
ya adoptadas en relación con el presente tema. Al invitar
a los Estados del curso de agua a que inicien consultas so-
bre el posible establecimiento de una organización con-
junta para la ordenación del curso de agua, el artículo da
por supuesto que un curso de agua es indivisible. Me-
diante la organización propuesta, pueden resolverse graves
problemas o consecuencias que podrían resultar de usos
diferentes o contrapuestos. Este planteamiento es de inte-
rés para todos, y para los países en desarrollo en general y
los países africanos en particular puede decirse que es in-
dispensable. Para la mayoría de esos países, usos tales como
el riego, el control de las inundaciones y el desarrollo hi-
droeléctrico, y la prevención de la contaminación, pueden
abordarse de un modo efectivo únicamente por medio de
mecanismos institucionales conjuntos. En el párrafo 3 de
su comentario al artículo 26, el Relator Especial tiene ra-
zón, pues, al concebir el artículo en el sentido de que ofrece
una guía a los países del curso de agua con respecto a las
facultades y funciones que pueden confiarse a las institu-
ciones pertinentes que decidan establecer.

53. Aunque el artículo 26 se basa en varias normas jurí-
dicas que en la actualidad están aceptadas en relación con
el presente tema, el Sr. Koroma considera que, en vista del
papel que se le destina como parte de un acuerdo marco,
y habida cuenta de la posición adoptada por algunos Es-
tados en el sentido de que no están obligados a facilitar in-
formación sobre todos los proyectos, podría modificarse,
por lo menos hasta cierto punto, con arreglo al tenor del
correspondiente proyecto de artículo presentado por el Sr.
Schwebel, reproducido en el párrafo 2 del comentario del
Relator Especial. El orador se inclinaría por mantener la
lista de funciones indicada en el párrafo 2, o incluso, si
fuera necesario, añadir otras a ella, pero la lista estaría me-
jor en un anexo y no en el cuerpo principal del proyecto.
El orador hace suyos los comentarios sobre el artículo 26

formulados por el Sr. Solari Tudela anteriormente en la
presente sesión.
54. El proyecto de artículo 27 se basa en los principios
de la utilización equitativa, el deber de intercambiar infor-
mación y datos y el deber de no causar daños, por lo que
tiene cabida en el proyecto. No obstante, las dos cuestio-
nes que trata, esto es: la no contaminación del curso de
agua y la seguridad de las instalaciones hidráulicas, debe-
rían tratarse separadamente.

55. En cuanto al proyecto de artículo 28, está en armo-
nía tanto con el espíritu de la Carta de las Naciones Uni-
das y con el desarrollo progresivo del derecho internacio-
nal, ya que el envenenamiento de cursos de agua debe
considerarse no sólo como un crimen de guerra sino tam-
bién como un crimen contra la humanidad según lo pre-
visto en el proyecto de código de crímenes contra la paz y
la seguridad de la humanidad. De todos modos, el Sr. Ko-
roma está de acuerdo con el Sr. Sepúlveda Gutiérrez en
considerar que habría sido oportuno, sobre todo para los
estudiantes y otras personas que examinan los informes de
la Comisión, que las citas de Fauchille y Oppenheim en el
párrafo 2 del comentario del Relator Especial sobre el ar-
tículo hubiesen ido acompañadas de las oportunas salve-
dades, para precisar que la Comisión no considera esas
opiniones en consonancia con el derecho internacional
contemporáneo. Pese a esta objeción, el orador apoya en-
teramente el artículo 28.

56. Por lo que se refiere al anexo I, hay que elogiar al
Relator Especial por haber procurado establecer princi-
pios destinados a facilitar la aplicación de los artículos, ha-
cer más asequible el recurso a los particulares y contribuir
a evitar controversias entre los Estados del curso de agua.
El orador estaría de acuerdo con la propuesta de que los
problemas reales o potenciales de un curso de agua se re-
suelvan, en la medida de lo posible, en el ámbito privado,
por medio de tribunales y órganos administrativos, si se
tratase de problemas que se suscitan dentro de la misma
jurisdicción o entre países de la misma región geográfica;
pero aparentemente el Relator Especial se refiere a proble-
mas que pueden surgir entre Estados del curso de agua. La
idea que se desarrolla al respecto en el sexto informe (A/
CN.4/427 y Add. 1, párr. 39) es indudablemente intere-
sante, pero las cuestiones a que da lugar son tan complejas
que habría que reservar reuniones separadas para exami-
narlos debidamente y con la atención que merecen.

57. Acudir a recursos de carácter privado sería presupo-
ner que se carece de normas jurídicas en el plano inter-
nacional para decidir los problemas que puedan plan-
tearse entre nacionales de Estados del curso de agua. Una
actitud semejante por parte de un órgano que se está de-
dicando ahora a elaborar precisamente esas normas sería
sin duda una ironía. Incluso si no se contase con ninguna
norma jurídica sobre los usos de los cursos de agua inter-
nacionales para fines distintos de la navegación, los Esta-
dos acudirían al derecho de la responsabilidad de los Es-
tados o al derecho internacional consuetudinario. En vista
del carácter complejo de la norma relativa al agotamiento
de los recursos locales, que lo mismo puede servir de es-
cudo que de espada, el orador no considera que sea una
buena base para la propuesta. Por añadidura, la propuesta
no toca la cuestión del procedimiento por medio del cual
un litigante privado podría interponer una demanda ante
los tribunales de un Estado extranjero por el daño que le
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haya sido inferido en otro Estado. ¿Cómo supera la pro-
puesta el formidable obstáculo de la jurisdicción? Existe
además la cuestión del elevado costo que los litigios su-
ponen para los particulares. El Sr. Koroma, si bien reco-
noce los aspectos positivos de la idea y admite que, aun-
que sólo sea en un número muy reducido de casos ha sido
ya puesta en práctica, considera que es preferible que sean
los Estados, en el plano internacional, los que hagan uso
de las medidas correctivas para la solución de los proble-
mas que se plantean entre dos o más Estados del curso de
agua, estableciendo así la necesaria uniformidad de juris-
prudencia para imprimir un carácter duradero al derecho
que se está estudiando. Sin ánimo de restar mérito por
ningún concepto a la alta calidad del sexto informe, el
orador no cree que el proyecto de artículos del anexo I esté
a punto para ser remitido al Comité de Redacción.

58. El Sr. ROUCOUNAS, después de felicitar al Relator
Especial por el método adoptado en la preparación de su
sexto informe (A/CN.4/427 y Add.l), dice que los térmi-
nos utilizados en el proyecto de artículo 26 son un tanto
vagos. Está de acuerdo con el Sr. Sepúlveda Gutiérrez en
que sería preferible una disposición formulada más enér-
gicamente, del tenor de los textos propuestos por los dos
relatores especiales anteriores. En particular, celebraría que
volviera a referirse a la organización conjunta propuesta y
al fortalecimiento de las organizaciones existentes. Desea
reiterar, además, la observación que expuso en el anterior
período de sesiones en el sentido de que debería requerirse
que una organización conjunta se reuniera a intervalos
determinados.

59. El proyecto de artículo 27 está redactado también en
términos bastante débiles y debería rehacerse. El Sr. Ben-
nouna ha aludido al artículo 20 del proyecto en relación
con la obligación relativa al intercambio de datos e infor-
mación en el párrafo 3 del artículo 27, pero el artículo 10
también tiene que ver con esta cuestión. Tal vez sea pre-
ferible que todas las disposiciones relativas al intercambio
de información queden agrupadas.

60. Con respecto al proyecto de artículo 28, el orador está
de acuerdo con la referencia, en el párrafo 2 del comenta-
rio del Relator Especial sobre el artículo, a los Protocolos
de 1977 adicionales a los Convenios de Ginebra de 1949,
y sugiere que, además del artículo 56 del Protocolo
adicional I, se mencione también el artículo 54 de ese Pro-
tocolo y los artículos 14 y 15 del Protocolo adicional II; una
referencia al artículo 85 del Protocolo I también podría ser
oportuna. A juicio del Sr. Roucounas, el artículo 28 de-
bería dividirse en dos párrafos: el primero en relación con
el uso de los cursos de agua internacionales exclusiva-
mente para fines pacíficos y basado, esencialmente, en la
disposición pertinente de la Convención de las Naciones
Unidas sobre el derecho del mar de 1982, y el segundo re-
lativo a los casos de conflicto armado internacional. A este
propósito, el orador no tiene ninguna objeción de princi-
pio al concepto de la inviolabilidad, pero sería preferible
que la disposición se basase en el concepto ya enunciado
en instrumentos internacionales, tales como los Conve-
nios de Ginebra y sus Protocolos adicionales, dejando bien
sentado que la disposición se propone en aplicación del
derecho internacional vigente y no como parte del des-
arrollo progresivo del derecho internacional.

61. Por lo que se refiere al anexo I, sobre la aplicación de
los artículos, le han impresionado los argumentos aduci-

dos por el Sr. Koroma. La aplicación no sólo es una cues-
tión de armonización de ordenamientos jurídicos internos
sino también de procedimientos internacionales. Sólo se
puede evitar que se recurra a los procedimientos diplo-
máticos tradicionales cuando ya existe un grado avanzado
de integración. A este propósito, el orador recuerda la re-
ferencia a la reciprocidad que hizo el Sr. Tomuschat
(2162.a sesión) y advierte que ciertas disposiciones del
Acuerdo General sobre Aranceles Aduaneros y Comercio
se interpretan de diferente manera, según el grado de in-
tegración entre los grupos de los contratantes.

62. El término «extraterritoriales» utilizado en el párra-
fo 38 del sexto informe no es apropiado: el término co-
rrecto es «transfronterizos». En el proyecto de artículo 2
del anexo I debería precisarse quién propone o proyecta las
actividades a que se alude.

63. La terminología del proyecto de artículo 3 no con-
cuerda suficientemente con la de los artículos 14, 16 y 17
aprobados provisionalmente por la Comisión7. Por lo que
se refiere al párrafo 2, el orador señala que, a diferencia de
esa disposición, el párrafo 3 del artículo 235 de la Conven-
ción de las Naciones Unidas sobre el derecho del mar de
1982, en el que se basa el texto, trata de la responsabilidad
internacional de los Estados y no de los particulares.

64. Las observaciones que el orador hace a propósito del
párrafo 3 del proyecto de artículo 27 y otras disposiciones
relacionadas con el intercambio de información son tam-
bién aplicables al proyecto de artículo 5 del anexo I. Por
último, dice que se abstendrá de comentar el proyecto de
artículo 6, sobre todo en vista de que el Comité de Redac-
ción todavía tiene en examen en segunda lectura el artí-
culo 13 (Lesiones a las personas y daños a los bienes) del
proyecto de artículos sobre las inmunidades jurisdiccio-
nales de los Estados y de sus bienes.

Se levanta la sesión a las 13.05 horas.

1 Anuario.. 1988, vol. II (segunda parte), págs. 54 y ss.
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